






PROYECTO DE LEY

PROCURADURIA DE INVESTIGACIONES ADMINISTRATIVAS 

DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

CAPITULO I – CREACION Y FUNCIONES

Artículo 1°. Creación. Créase la Procuraduría de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en el ámbito de la Fiscalía General del Ministerio Público.
Artículo 2°. Funciones. Son funciones de la Procuraduría de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires:

a) Promover la investigación de la conducta administrativa de los agentes, funcionarios públicos y personal contratado, cualquiera sea el régimen y el nivel jerárquico en que se incluyan, que desempeñen actividades o funciones en nombre o al servicio del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o de éste o de sus organismos, en cualquiera de sus poderes, Comunas u órganos de control, en todos sus niveles y jerarquías, organismos centralizados, descentralizados, entes autárquicos, organismos de control, organismos de seguridad social, los entes públicos no estatales, empresas y sociedades del Estado, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, sociedades de economía mixta y todas aquellas organizaciones donde el Estado de la Ciudad tenga participación en el capital o en su dirección.
En todos los supuestos las investigaciones se realizarán por el solo impulso de la Procuraduría de Investigaciones Administrativas y sin necesidad de que otra autoridad de la Ciudad lo disponga, sin perjuicio de ajustar su proceder a las instrucciones que imparta el/la Fiscal General.

b) Efectuar investigaciones en toda otra institución o asociación que perciba recursos financieros o de otra índole proveniente de la Ciudad, ya sea el mismo prestado en forma directa o indirecta, en caso de sospecha razonable sobre irregularidades en la inversión dada a los mencionados recursos o sobre el desempeño de sus agentes, funcionarios públicos y personal contratado.
c) Denunciar ante la justicia competente, los hechos que, como consecuencia de las investigaciones practicadas, sean considerados como presuntos delitos, notificándolos a la Fiscalía General.

d) Denunciar e intervenir ante la justicia competente en los procesos en los que se reclame la recuperación de activos, cuando se encuentre afectado el patrimonio estatal.

e) Recibir las denuncias que formule la Autoridad de Aplicación de la Ley 4895 de Ética en el Ejercicio de la Función Pública.
f) Denunciar e intervenir ante la justicia competente en los casos de incompatibilidades y conflictos de intereses. 
g) Someter a la aprobación del Fiscal General el Reglamento Interno de la Procuraduría de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y sus modificaciones.
h) Elevar al Fiscal General la nómina de funcionarios y empleados, ejercer la superintendencia e imponer las sanciones disciplinarias que correspondan.
i) Efectuar estudios y recomendaciones a los poderes públicos para fomentar prácticas eficaces encaminadas a los fines de prevenir la corrupción.

CAPITULO II – LEGITIMACION, COMPETENCIAS Y FACULTADES

Artículo 3°. Legitimación Procesal. La Procuraduría de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires posee legitimación procesal amplia, y tiene la facultad de intervenir en todos los fueros del Poder Judicial en el ejercicio de sus competencias y funciones.

Artículo 4°. Competencia en la Justicia Penal. La Procuraduría de Investigaciones Administrativas tiene competencia en las causas penales vinculadas con irregularidades administrativas o imputación de delitos cometidos por las personas mencionadas en el inciso a) y b) del artículo 2º de la presente Ley, en el ejercicio de su función, se hayan originado o no en investigaciones o denuncias propias.

Cuando el/la Procurador/a de Investigaciones Administrativas tuviere un criterio contrario a la prosecución de la acción, el tribunal interviniente debe notificar al/la Fiscal de la instancia en que se encuentre, quien puede asumir, en cualquier estado de la causa, el ejercicio directo de la acción pública. En tales casos, sin embargo, el/la Procurador/a de Investigaciones Administrativas puede solicitar medidas de prueba y sugerir cursos de acción.

Artículo 5°. Competencia en la Justicia Civil. La Procuraduría de Investigaciones Administrativas tiene competencia para denunciar y participar en las causas civiles cuyo objeto sea la recuperación de activos, en aquellos casos en los que se encuentre afectado el patrimonio estatal.

Artículo 6º. Funcionamiento. Facultades de investigación.  El/la Procurador/a de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tiene las siguientes facultades:

a) Recibir denuncias.

b) Disponer exámenes periciales, a cuyo fin puede requerir de las reparticiones o funcionarios públicos, la colaboración necesaria que éstos estarán obligados a prestar. Queda facultado también a designar peritos al efecto, cuando la especialización del asunto lo requiera.

c) Cuando estimare que la ejecución, continuación o consecuencias de los actos o hechos sometidos a su investigación, pudieren causar un perjuicio grave e irreparable para la Ciudad, puede solicitar su suspensión al titular del poder público respectivo, el cual debe expedirse sobre la pertinencia del pedido dentro de un plazo razonable no superior a cinco (5) días hábiles.

d) Solicitar informes, dictámenes, expedientes, documentos, antecedentes y todo otro elemento que estime útil a cualquier repartición del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y a todas las personas mencionadas en el inciso a) y b) del artículo 2º de la presente Ley. Los mismos deben ser respondidos dentro de un plazo razonable no superior a cinco (5) días hábiles. No se puede oponer a la Procuraduría de Investigaciones Administrativas disposición alguna de la Ciudad, que establezca el secreto de la información requerida, sea que se base en un interés público o privado. En estos casos también puede:

1. Acceder de manera inmediata a dicha información y obtener copias;

2. En caso de justificarse, extraer originales asumiendo la custodia de esos documentos o información para asegurar que no haya peligro de desaparición;

3. Realizar inspecciones y/o verificación en el lugar y, en general, ordenar la producción de toda otra medida probatoria;
4. Requerir informes a organismos internacionales, nacionales, provinciales, municipales y a personas físicas o jurídicas, públicas o privadas;

5. Recibir la declaración testimonial y toda otra manifestación verbal o escrita de las personas que conozcan los hechos investigados cuando fueren de utilidad y conducentes para esclarecer la verdad;
El ejercicio de las facultades enumeradas debe ser dispuesto por auto fundado.

CAPITULO III – SANCIONES E INVESTIGACIONES

Artículo 7º. Sanciones. Toda vez que, frente al requerimiento de colaboración, informes, y / o  documentación, formulado por la Procuraduría de Investigaciones Administrativas a los fines del cumplimiento de sus funciones, se encuentre una negativa, silencio, tardanza u obstaculización al mismo, la Procuración  debe:

a) Insistir ante las autoridades del organismo una segunda petición acompañada de la primera, mediando entre ambas siete (7) días corridos.

b) En caso de persistir el silencio, negativa o tardanza del requerido en forma excepcional, la Procuraduría de Investigaciones Administrativas puede, dentro de un plazo de siete (7) días corridos, ampliar los plazos señalados mediante resolución fundada, en aquellos casos en que las circunstancias lo requieran y siempre que existan razones concretas que lo justifiquen.    

En caso que no se amplíen los plazos señalados, o si persiste el incumplimiento pese a la prórroga concedida, la Procuraduría debe emitir el acto correspondiente, remitiéndolo a la máxima autoridad del organismo o entidad de que se trate, solicitando que, en un plazo máximo de tres (3) días, envíe la información solicitada e instando la iniciación del sumario pertinente. 

Una vez vencido el plazo señalado sin respuesta, la Procuraduría debe iniciar las acciones judiciales pertinentes.

Tanto el acto emitido solicitando el envío de información, como el escrito de inicio de las acciones judiciales referido en el artículo anterior, debe ser remitido a la Procuración General.
Artículo 8º. Comunicación de Sumarios. Toda autoridad del Gobierno de la Ciudad, deberá comunicar a la Procuraduría de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires la iniciación de aquellos sumarios administrativos e informar y detallar una relación de los hechos que los originan, a fin de que aquella, si lo estimare necesario o conveniente, tome la intervención que le corresponde. 

La comunicación a la Procuraduría de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se hará sin perjuicio de cumplimentar las demás comunicaciones de ley, acorde la índole de los hechos o actos investigados.

Artículo 9º. Investigaciones disciplinarias. Cuando a criterio de la Procuraduría de Investigaciones Administrativas pudieran existir transgresiones a normas administrativas, el/la Procurador/a de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires puede requerir a la máxima autoridad de la jurisdicción donde acaecieren los hechos, la instrucción del sumario o investigación administrativa correspondientes, que se sustanciará con el régimen que resulte aplicable al caso concreto.

En todas estas actuaciones la Procuraduría de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires será tenida necesariamente como parte acusadora, con iguales derechos a la sumariada o investigada en cuanto a las facultades de ofrecer, producir e incorporar pruebas y de requerir toda resolución adversa a sus pretensiones, bajo pena de nulidad absoluta e insanable de lo actuado o resuelto.

La Procuraduría de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires también puede intervenir, si lo estimare conveniente, como parte acusadora o coadyuvante, en los términos definidos en el Reglamento Interno, en todo sumario o investigación administrativa que refieran a la conducta de agentes alcanzados por la competencia prevista en el inciso a) y b) del artículo 2º de la presente Ley, cualquiera sea el régimen que regule la sustanciación de dicho sumario o investigación, aún cuando no hubiese instado originalmente su promoción o no exista una investigación previa de dicho organismo.
En ninguno de los casos previsto del presente artículo puede oponerse a la Procuraduría de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el secreto de las actuaciones.

Artículo 10°. Comunicación de Procesos Judiciales. Cuando se reciban denuncias o se formule imputación contra un agente de los enumerados en el inciso a) y b) del artículo 2º de la presente Ley por hechos vinculados con el ejercicio de su función, el juez de la causa debe poner inmediatamente tal circunstancia en conocimiento de la Procuraduría de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a fin de que ésta se pronuncie sobre su intervención en el trámite, bajo pena de nulidad absoluta e insanable de todo lo actuado.

CAPITULO IV – INTEGRACION Y DESIGNACION
Artículo 11°. Integración. La Procuraduría de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires estará integrada por un/a Procurador/a de Investigaciones Administrativas y los funcionarios y empleados que asigne el Fiscal General.
Artículo 12. Designación: El/la Procurador/a de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires es designado/a por el Jefe/a de Gobierno con el acuerdo de los dos tercios (2/3) del total de los miembros de la Legislatura. Sólo es removido/a por juicio político.
Para ser designado Procurador/a de Investigaciones Administrativas se deben cumplimentar los mismos requisitos que el artículo 112 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires establece para ser miembro del Tribunal Superior de Justicia. 
Dura en su función siete (7) años, pudiendo ser reelegido con intervalo de un período completo.

Artículo 13. Remisión. En lo referido al juramento, la remuneración, las inmunidades, las incompatibilidades, la recusación y excusación, la sustitución y en  cuanto corresponda será de aplicación lo establecido en la Ley - P Nº 1.903 (texto consolidado por la Ley Nº 5.666).

CAPITULO V – INFORME ANUAL Y PRESUPUESTO

Artículo 14. Informe Anual. Publicidad. La Procuraduría de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires debe realizar y publicar un informe anual en el que se detalle las denuncias realizadas, aperturas de sumarios, asuntos concluidos y pendientes a fin de poner en conocimiento de todos los habitantes de la Ciudad las actividades realizadas por la misma. El mismo será elevado y expuesto en la Legislatura en Audiencia Pública antes del 1 de abril de cada año y debe ser publicado en la página web de la Fiscalía General.
El/la Procurador/a de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires debe dar a publicidad los dictámenes que resulten de sus investigaciones. En aquellos casos en que promueva la instancia penal se debe cuidar de no revelar hechos cuya difusión afecta la eficacia de procedimientos pendientes.

La Procuraduría de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Artículo 15. Presupuesto. El Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires incluirá en su Presupuesto Anual la partida presupuestaria correspondiente a los efectos de la implementación de la presente Ley. 

CAPITULO VI

Artículo 16. Sustitúyese el artículo 7° de la Ley - P Nº 1.903 (texto consolidado por la Ley Nº 5.666), por el siguiente texto:
"Artículo 7°.- Integración: cada ámbito del Ministerio Público estará compuesto por los siguientes niveles:


1. Fiscalía General:

2. a. Procuraduría de Investigaciones Administrativas

3. b. Fiscalías Generales Adjuntas
4. c. Fiscalías ante las Cámaras de Apelaciones

5. d. Fiscalías ante los Juzgados de Primera Instancia.

6. Defensoría General:

7. a. Defensorías Generales Adjuntas

8. b. Defensorías ante las Cámaras de Apelaciones

9. c. Defensorías ante los Juzgados de Primera Instancia.


10. Asesoría General Tutelar:

11. a. Asesorías Generales Adjuntas

12. b. Asesorías ante las Cámaras de Apelaciones

13. c. Asesorías ante los Juzgados de Primera Instancia."
Cláusula Transitoria.- Hasta tanto se haga efectiva la transferencia de las competencias de la Justicia Nacional Ordinaria al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la Procuraduría de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires deberá constituirse e intervenir en todas las causas que sean de su competencia, a fin de defender los intereses de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Artículo 15. Comuníquese, etc. 

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

La presente iniciativa tiene por objeto la creación de la Procuraduría de Investigaciones Administrativas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en el ámbito de la Fiscalía General del Ministerio Público, a efectos de promover la investigación de la conducta administrativa de los agentes, funcionarios públicos y personal contratado, cualquiera sea el régimen y el nivel jerárquico en que se incluyan, que desempeñen actividades o funciones en nombre o al servicio del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o de éste o de sus organismos, en cualquiera de sus poderes, Comunas u órganos de control, en todos sus niveles y jerarquías, organismos centralizados, descentralizados, entes autárquicos, organismos de control, organismos de seguridad social, los entes públicos no estatales, empresas y sociedades del Estado, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, sociedades de economía mixta y todas aquellas organizaciones donde el Estado de la Ciudad tenga participación en el capital o en su dirección.

Cabe destacar que en lo que respecta a la temática que nos ocupa, en el ámbito nacional, el Honorable Congreso de la Nación sancionó la Ley N° 25.188 de Ética en el Ejercicio de la Función Pública, que dispone un conjunto de deberes, prohibiciones e incompatibilidades aplicables, sin excepción, a todas las personas que se desempeñen en la función pública en todos sus niveles y jerarquías, en forma permanente o transitoria, por elección popular, designación directa, por concurso o por cualquier otro medio legal, extendiéndose su aplicación a todos los magistrados, funcionarios y empleados de los tres poderes del Estado. 

A su vez, en el año 2013 se aprobó la Ley N° 26.857, que establece que las declaraciones juradas patrimoniales integrales son de carácter público, de libre accesibilidad y podrán ser consultadas por toda persona interesada en forma gratuita a través de Internet.
 
Por su parte, la Ley Nº 27.148 Orgánica del Ministerio Público Fiscal creó la Procuraduría de Investigaciones Administrativas que integra la Procuración General de la Nación, como órgano especializado en la investigación de hechos de corrupción y de irregularidades administrativas cometidas por agentes de la Administración Nacional, integrado por el personal que integra los organismos centralizados, descentralizados o entes en el que el Estado tiene participación; de modo que la Fiscalía no entiende sobre los hechos que tengan lugar en los Poderes Legislativo o Judicial de la Nación, como tampoco en las instancias de Gobierno provinciales o locales. Ello así, para cumplir sus funciones, la PIA realiza investigaciones preliminares, impulsando e interviniendo en sumarios administrativos y actuaciones judiciales en los cuales se investigan irregularidades administrativas y delitos de corrupción supuestamente cometidos por agentes de la Administración Pública Nacional. 
- Las provincias en las que existen organismos destinados a luchar contra la corrupción. El análisis normativo: En las provincias de la República Argentina existen diversos escenarios normativos en lo que se refiere a la prevención y la lucha contra la corrupción. 

Por una parte, en las provincias de Córdoba, Mendoza, Tierra del Fuego y Entre Ríos, las funciones de organismos anticorrupción han sido asignadas a las Fiscalías de Estado.


La provincia de Chubut cuenta con una Oficina Anticorrupción - llamada Fiscalía de Investigaciones Administrativas hasta el año 2004 - que funciona en el ámbito del Poder Legislativo, y Santa Fe cuenta con la Dirección Provincial Anticorrupción y Transparencia, dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.


Por su parte, Chaco, La Pampa, Río Negro y Corrientes  cuentan con Fiscalías de Investigaciones Administrativas (FIA) propiamente dichas, reguladas legalmente la primera, y constitucionalmente las últimas, cumplimentando, más adecuadamente desde lo organizacional, los estándares de autonomía e independencia previstos tanto en la Convención Interamericana Contra la Corrupción (CICC), y la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción (CNUCC), a los que nos referiremos más adelante.  


En lo que respecta a Chaco, el artículo 172 de su Constitución provincial establece diversas funciones para el Fiscal de Estado, que tiene autonomía funcional y presupuestaria. 


Entre las principales funciones del Fiscal pueden enumerarse la defensa del patrimonio de la Provincia y el control de legalidad administrativa del Estado y ser parte legítima en todos los juicios donde se controviertan intereses o bienes del Estado Provincial. Además tiene la obligación de demandar la inconstitucionalidad o nulidad de leyes, decretos, resoluciones o actos públicos contrarios a la Constitución, que en cualquier forma perjudiquen los derechos e intereses de la Provincia y de recurrir, en general, ante el fuero contencioso administrativo respecto de cualquier acto administrativo emanado del Estado, no ajustado al marco jurídico de legalidad objetiva al cual debe someter su funcionamiento. 


Por su parte, la Fiscalía de Investigaciones Administrativas del Chaco es una de las más antiguas del país, ya que su existencia data de 1989, año que se puso en funcionamiento como organismo autónomo y permanente.


Las funciones de la FIA chaqueña son investigar de manera formal, legal y documental la gestión general administrativa y de los hechos o actos que pudieran ocasionar daños y perjuicios a la hacienda pública, de cualquier organismo del Poder Administrador de los municipios o comisiones de fomento, centralizados o descentralizados, autárquicos, tribunal de cuentas, empresas del estado o Municipalidades, sociedades en que el estado o cualquier municipio sea parte.

Su competencia originaria fue ampliada por las leyes 4865 conocida como “Ley de Incompatibilidad” y 5428 “Ley de Ética y Transparencia en la Función Pública”, ya que fue extendida a los poderes legislativo y judicial. .


En La Pampa, la Constitución provincial determina la existencia de un Fiscal de Estado encargado de defender el patrimonio del Fisco, que debe ser parte legítima en los juicios contencioso-administrativos y en todos aquellos en que se controviertan intereses de la Provincia.


La Carta Marga pampeana también determina que el Fiscal de Estado tiene   personería para demandar su nulidad e inconstitucionalidad de una ley, decreto, reglamento, contrato o resolución que pueda perjudicar los intereses fiscales de la Provincia.


La Constitución de la provincia de La Pampa también crea la Fiscalía de Investigaciones Administrativas. De esta manera, en su artículo 107 determina que le corresponde a este organismo la investigación de las conductas administrativas de los funcionarios y agentes de la Administración Pública, de los entes descentralizados y autárquicos, y de las empresas y sociedades del Estado, controladas por éste o en las que tenga participación, ya sea de los poderes legislativo, ejecutivo o judicial.


Por su parte, en la provincia de Río Negro, la Constitución provincial crea la Fiscalía de Estado en su artículo 193. En tanto, la ley 88 prescribe que la Fiscalía de Estado tiene a su cargo la defensa del Patrimonio del Fisco y contralor legal de la actividad del Estado, a fin de asegurar el imperio de la ley en el trámite administrativo, y que es, también, el órgano exclusivo de asesoramiento legal del Poder Ejecutivo. 


Entre sus competencias, puede destacarse que tiene personería para demandar la nulidad o inconstitucionalidad de leyes, decretos, reglamentos o resoluciones contrarios a las prescripciones de la Constitución de la Provincia, en el solo interés de la ley o en la defensa de los intereses fiscales de la provincia. 


La misma Constitución provincial de Río Negro, establece la creación de la Fiscalía de Investigaciones Administrativas, que es reglamentada por la ley 2394, sancionada y promulgada en 1990. La misma determina que la FIA rionegrina tiene las siguientes competencias: 

- Intervenir en la investigación de conductas  administrativas de funcionarios y agentes de la Administración Pública Provincial de los tres poderes, entes descentralizados, entes autárquicos, empresas y sociedades del  estado o controladas por él. 

- Recibir toda denuncia vinculada con la transgresión por parte de los agentes y funcionarios de la Administración Pública Provincial de los tres poderes, entes descentralizados y autárquicos, empresas y sociedades del estado o controladas  por él, a las normas que rijan la gestión  financiero-patrimonial, promoviendo las investigaciones correspondientes.

 - Denunciar ante la justicia competente, los hechos  que sean considerados como presuntos delitos, notificándolos a la Fiscalía de Estado. 


También en este punto, pueden mencionarse los casos de las provincias de Chubut y Santa Fé, en los que existen Fiscalías de Estado y organismos que, pese a tener una denominación diferente, poseen competencias similares. 


En Chubut, el artículo 215 de la Constitución precisa que corresponde a la Fiscalía de Estado el control de legalidad de los actos administrativos del Estado y la defensa de su patrimonio, y que es parte necesaria y legítima en todo proceso judicial en que se controvierten intereses de la Provincia. Además establece que puede recurrir ante la jurisdicción que corresponda, de toda ley, decreto, contrato o resolución contrarios a esta Constitución o que en cualquier forma contraríen intereses patrimoniales del Estado, y debe dictaminar en forma previa a toda contratación de profesionales del derecho por parte del Estado Provincial, incluyendo entidades descentralizadas o autárquicas y sociedades del Estado, fijando en su caso los alcances del contrato.


En lo que respecta a la Oficina Anticorrupción, es dable destacar que la misma  fue creada a fines de 1999, mediante la sanción ley 4520, y que comenzó a cumplir funciones en el año 2000. En sus comienzos se la llamó Fiscalía de Investigaciones Administrativas y funcionó hasta el año 2004, año en que se le asignó su actual denominación. 


La Oficina Anticorrupción chubutense es el organismo del Estado encargado de velar por la prevención e investigación de aquellas conductas que se  consideren comprendidas en la Convención Interamericana contra la Corrupción, aprobada por la Ley Nacional 24.759, como así también toda otra irregularidad funcional y/o violaciones a los deberes de funcionario público.   


Por último, en la provincia de Santa Fé, la Constitución provincial crea la Fiscalía de Estado y dispone que el Fiscal de Estado es el asesor legal del Poder Ejecutivo, que tiene a su cargo la defensa de los intereses de la Provincia ante los tribunales de justicia en los casos y en la forma que establecen la Constitución o las leyes, y desempeña las demás funciones que éstas le encomiendan. 


La Dirección Provincial de Anticorrupción y Transparencia del Sector Público – perteneciente a la esfera del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de Santa Fé -  fue creada en 2008 por Decreto 1882/08,  y su función es la implementación de políticas de prevención de la corrupción y promoción de la transparencia, careciendo de atribuciones sancionatorias y coercitivas.


Otro caso a resaltar es el de Mendoza, provincia en la cual la ley 4418 establece las atribuciones del Fiscal de Estado, entre las que se encuentra la de designar un Fiscal adjunto de investigaciones a los efectos de sustanciar las investigaciones que resolviera no efectuar personalmente. Las atribuciones del Fiscal de Estado son las siguientes: 

- Investigar la conducta administrativa de los agentes de la administración pública provincial, de sus reparticiones descentralizadas, municipios y empresas del Estado.

- Efectuar investigaciones en toda institución o asociación que tenga como principal fuente de recursos aportes estatales, al solo efecto de determinar la correcta inversión dada a los mismos.

- denunciar ante la justicia competente los hechos que como consecuencia de investigaciones practicadas, sean consideradas como presuntos delitos.
- La importancia de las agencias especializadas en la lucha contra la corrupción: Respecto a la importancia de la creación y la existencia de una Procuraduría de Investigaciones Administrativas en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, es imprescindible señalar que desde el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), de conformidad con lo establecido por la Convención Interamericana Contra la Corrupción (CICC), y la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción (CNUCC), se ha señalado que uno de los ejes principales de la lucha contra la corrupción es la puesta en marcha en los Estados de agencias especializadas en la materia.

En este sentido, la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción - aprobada mediante ley 26.097 – establece en su artículo 36 que “Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, se cerciorará de que dispone de uno o más órganos o personas especializadas en la lucha contra la corrupción mediante la aplicación coercitiva de la ley. Ese órgano u órganos o esas personas gozarán de la independencia necesaria, conforme a los principios fundamentales del ordenamiento jurídico del Estado Parte, para que puedan desempeñar sus funciones con eficacia y sin presiones indebidas. Deberá proporcionarse a esas personas o al personal de ese órgano u órganos formación adecuada y recursos suficientes para el desempeño de sus funciones”.

De igual modo, la Convección Interamericana contra la Corrupción  - aprobada mediante Ley 24.759 – prescribe en su artículo III que “A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer:

1. Normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas. Estas normas deberán estar orientadas a prevenir conflictos de intereses y asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones. Establecerán también las medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento. Tales medidas ayudaran a preservar la confianza en la integridad de los funcionarios públicos y en la gestión pública.

2. Mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de dichas normas de conducta.

3. Instrucciones al personal de las entidades públicas, que aseguren la adecuada comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que rigen sus actividades.

4. Sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos por parte de las personas que desempeñan funciones públicas en los cargos que establezca la ley y para la publicación de tales declaraciones cuando corresponda.

5. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos y para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado que aseguren la publicidad, equidad y eficiencia de tales sistemas.

6. Sistemas adecuados para la recaudación y el control de los ingresos del Estado, que impidan la corrupción.

7. Leyes que eliminen los beneficios tributarios a cualquier persona o sociedad que efectúe asignaciones en violación de la legislación contra la corrupción de los Estados Partes.

8. Sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción, incluyendo la protección de su identidad, de conformidad con su Constitución y los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno.

9. Órganos de control superior, con el fin de desarrollar mecanismos modernos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corruptas.

10. Medidas que impidan el soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros, tales como mecanismos para asegurar que las sociedades mercantiles y otros tipos de asociaciones mantengan registros que reflejen con exactitud y razonable detalle la adquisición y enajenación de activos, y que establezcan suficientes controles contables internos que permitan a su personal detectar actos de corrupción.

11. Mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción.

12. El estudio de otras medidas de prevención que tomen en cuenta la relación entre una remuneración equitativa y la probidad en el servicio público”. 




Los organismos internacionales sugieren que para afrontar la corrupción hay que contar con acceso a la información pública, oficinas anticorrupción independientes y capaces de alcanzar resultados exitosos, regulaciones precisas sobre el uso de técnicas especiales de investigación, normas efectivas sobre prevención de lavado de activos, políticas que resguarden adecuadamente la integridad e independencia de la magistratura  judicial y el ministerio público y especialmente fiscalías especializadas en delitos contra la administración pública.

De acuerdo a lo prescripto tanto por la Convención Interamericana Contra la Corrupción, como por la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción, ambos instrumentos ratificados por nuestro país – es indispensable la creación de una Procuraduría de Investigaciones Administrativas en el ámbito de la CABA como organismo específico y especializado en la investigación de los delitos vinculados con la corrupción.
- Los organismos de control en la Ciudad de Buenos Aires: La Constitución de la Ciudad de Buenos Aires establece la creación de los siguientes órganos de control:

- Sindicatura General de la Ciudad (art. 133)

- Procuración General (art. 134)

- Auditoría General de la Ciudad (arts. 135 y 136)

- Defensoría del Pueblo  (art. 137)

- Ente Único Regulador de los Servicios (arts. 138 y 139)


Cabe destacar en este punto, que en la actualidad la Ciudad de Buenos Aires no posee un organismo especializado de manera exclusiva en prevenir y combatir la corrupción, coyuntura que hace necesaria la creación de un organismo como el que se viene a proponer, máxime teniendo en miras la normativa supranacional mencionada de manera precedente, la que debe ser observada.


Cabe destacar que en el proyecto que se presentó, la PIA funciona dentro del ámbito del Ministerio Público. De acuerdo a la letra de la Constitución el Ministerio Público tiene autonomía funcional y autarquía dentro del Poder Judicial, y posee las siguientes funciones:  

- Promover la actuación de la Justicia en defensa de la legalidad de los intereses generales de la sociedad, conforme a los principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica.

- Velar por la normal prestación del servicio de justicia y procurar ante los tribunales la satisfacción del interés social.

- Dirigir la Policía Judicial.
Los sistemas de administración financiera y gestión de gobierno de la Ciudad son fijados por ley y son únicos para todos los poderes; deben propender a la descentralización de la ejecución presupuestaria y a la mayor transparencia y eficacia en la gestión. La información financiera del gobierno es integral, única, generada en tiempo oportuno y se publica en los plazos que la ley determina.

Es dable señalar que la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires otorga base constitucional para la creación de estos mecanismos e instituciones a fin de combatir la corrupción, como por ejemplo en el artículo 54 cuando refiere a que los sistemas de administración deben propender a la transparencia y eficacia en la gestión;  o el artículo 56 en el que prevé que los funcionarios de la Administración Pública de la Ciudad son responsables por los daños que ocasionan y por los actos u omisiones en que incurren cuando se exceden en sus facultades legales.

En tal sentido, la creación de una Procuraduría de Investigaciones Administrativas en el seno de la Ministerio Público de la Ciudad de Buenos Aires, como un órgano especializado en la investigación de hechos de corrupción y de irregularidades administrativas y dotado de independencia de la Administración, resulta indispensable para llevar adelante un adecuado contralor del funcionamiento de las distintas dependencias públicas.


Esta Procuraduría se encargará de recibir denuncias y realizar investigaciones en torno a conductas reprochables de funcionarios de en el marco del ejercicio de sus funciones. 

 
Según Miriam Ivanega  “La potestad disciplinaria encuentra su fundamento en la preservación y autoprotección de la organización administrativa, siendo específica de la relación que vincula a los agentes públicos con las Administración Pública. Ésta se protege a sí misma y a su orden interno. La imposición de las sanciones de esta naturaleza, es en consecuencia derivación lógica del poder de administrar. Sin embargo, si bien su finalidad primordial es la de asegurar el correcto funcionamiento administrativo, también lo es la naturaleza de la actividad que despliegan los funcionarios, pues las transgresiones legales en las que incurran trascienden la esfera de la organización y afectan a la sociedad. Su ejercicio implica el ejercicio de poderes inherentes de la Administración Pública; la existencia de una relación de función pública; una conducta violatoria de deberes o prohibiciones por parte del agente que justifica el ejercicio de la potestad; un fin: asegurar el adecuado funcionamiento de la Administración Pública.” 1

El bien jurídico tutelado en el régimen disciplinario enmarcado en el Derecho Administrativo sancionador, es la correcta prestación del servicio por parte de la Administración Pública. Por ello, la naturaleza del régimen disciplinario no comporta el castigo de actos delictivos, sino la sanción aplicable al agente por incumplimiento de un deber impuesto por relaciones jurídicas creadas estatutariamente.  

Esta propuesta se encamina a controlar a la Administración Pública para evitar los efectos negativos de la corrupción. En el año 2011 en el ranking global denominado “Indice de Percepción de la Corrupción” que elabora Transparencia Internacional, Argentina obtuvo apenas 3 puntos sobre 10 posibles y compartió la posición 100 del listado de 183 naciones con otros 11 países. En el año 2012 nuestro país ocupó el puesto 102 de un total de 174 países en el citado Indice de Percepción de la Corrupción, lo cual demuestra a todas luces la gravedad de la situación.


La corrupción amenaza a nuestra sociedad degradando nuestras instituciones representando una de las principales razones del actual distanciamiento entre la dirigencia política y sus electores, razón por la cual hace indispensable la creación de organismos especializados en controlarla y eliminarla.
- Conclusiones: A modo de colofón, consideramos que, tal como se señalara en la presente fundamentación, es necesaria la creación de un organismo destinado a perseguir y evitar los actos de corrupción en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, máxime cuando, a más de 20 años de la autonomía, existe un vacío legal al respecto. 
 
De acuerdo a lo señalado de manera precedente, dentro de la estructura normativa de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, es perfectamente posible y hasta necesaria la existencia de la Procuraduría de Investigaciones Administrativas, como un organismo específicamente dedicado a la investigación de la conducta administrativa de los agentes, funcionarios y personal contratado, y la prevención de posibles casos de corrupción. 

En este sentido, cabe destacar que existen 5 (cinco) provincias que cuentan con Fiscalías de Investigaciones Administrativas - u organismos con competencias análogas - que coexisten con el Fiscal de Estado sin que superpongan sus competencias y teniendo cada una de ellas una función específica. 

La existencia de las Fiscalías de Estado, u otros organismos similares con competencias semejantes, es un fenómeno relativamente reciente en las provincias argentinas - la precursora es Chaco, en 1989 - que sigue las recomendaciones de los instrumentos internacionales en la materia. 

En este sentido, tanto la Convención Interamericana contra la Corrupción como la Convención de las Naciones Unidad contra la Corrupción - ambos instrumentos ratificados por el Estado Argentino, tal como se manifestó - señalan como uno de los ejes fundamentales en la lucha contra la corrupción la creación de agencias especializadas en la materia destinadas a prevenir, detectar, sancionar y erradicar estas prácticas.

Por último, cabe destacar al respecto que dentro de la ingeniería normativa dispuesta por la Constitución de la Ciudad y toda la normativa que deriva de ella, es la Procuración el organismo que posee las mismas funciones que, en las provincias tienen las Fiscalías de Estado - dictaminar sobre la legalidad de los actos administrativos, ejercer la defensa de su patrimonio y su patrocinio letrado y representar a la Ciudad en todo proceso en que se controviertan sus derechos o intereses -. Por ello, la existencia de la Procuración no es óbice para que la creación de un organismo que tenga como fin la prevención, detección y sanción de la corrupción en los organismos del Estado. Máxime cuando la Procuraduría de Investigaciones Administrativas goza de los estándares de autonomía e independencia previstos tanto en la Convención Interamericana Contra la Corrupción (CICC), y la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción (CNUCC).




 

 
Este proyecto tiene como antecedentes varias iniciativas presentadas por representantes del ARI y la Coalición Cívica-ARI en anteriores períodos legislativos, que fueron modificadas con el correr del tiempo. Es dable destacar que varias de estas modificaciones fueron receptadas de la jornada llamada “Mayor transparencia en la gestión. La creación de la Fiscalía de Investigaciones Administrativas” realizada el 24 de septiembre de 2014 en esta Legislatura Porteña. 




 




Por lo expuesto solicito la sanción del presente Proyecto de ley.

1 
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